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                 Concepto 5758

Bogotá, D.C., 11 de abril de 2014
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: 
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 2° de la Ley 1642 de 2013 “Mediante la cual se reviste al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias en aplicación del numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política”.


Actor: Luisa Fernanda Gómez Jaimes.



Magistrado Ponente: Nilson Pinilla Pinilla.



Expediente D-10080.



Concepto 5758
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Nacional, rindo concepto sobre la demanda instaurada por la ciudadana LUISA FERNANDA GÓMEZ JAIMES, quien en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 442, numeral 1° de la Carta Política, solicita a la Corte Constitucional que declare la inexequibilidad del  artículo 2° de la Ley 1642 de 2013, cuya norma, con lo demandado en negritas, se transcribe a continuación:
 “LEY 1642 DE 2013
(julio 12)

Diario Oficial No. 45.658 de 1 de septiembre de 2004

 Mediante la cual se reviste al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias en aplicación del numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

ARTÍCULO 1°. Facultades Extraordinarias. De conformidad con lo dispuesto en el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias para que, en el término de seis (6) meses contados a partir de la fecha de publicación de la presente ley, expida normas con fuerza de ley para:

a) Modificar la estructura orgánica de la Defensoría del Pueblo, así como su régimen de competencias interno, dictar normas para la organización y funcionamiento de la misma y suprimir funciones que no correspondan a la naturaleza de la entidad.

b) Determinar el sistema de nomenclatura y clasificación de los diferentes empleos de la Defensoría del Pueblo.

Parágrafo 1°. Las facultades de que trata el presente artículo se ejercerán con el propósito de garantizar la realización de los fines de modernizar y promover la eficiencia y eficacia de las diferentes dependencias de la Defensoría del Pueblo.

Parágrafo 2°. Al ejercer las facultades extraordinarias conferidas por la ley, el Presidente de la República, garantizará la estabilidad laboral de los funcionarios de la Defensoría del Pueblo. Los funcionarios que al momento del desarrollo de las facultades conferidas en la presente ley se encuentren laborando en cargos que sean suprimidos o modificados, deberán ser reubicados en cargos de igual, similar o superior categoría al que se encuentren prestando sus servicios. Igualmente el Presidente de la República deberá buscar que se cumpla con el principio de que a trabajo igual desempeñado en condiciones iguales y bajo idénticos requisitos, deben corresponder salarios y prestaciones iguales.

ARTÍCULO 2°. Crease una comisión de seguimiento al uso de las facultades conferidas en esta Ley, integrada por dos (2) Representantes y dos Senadores de las Comisiones Primeras Constitucionales del Congreso de la República, designados por las Mesas Directivas de las mismas.
ARTÍCULO 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación”.

1. Planteamiento de la demanda

La accionante considera que el artículo 2° de la Ley 1642 de 2013 va en contravía del numeral 1° del artículo 136 Superior, toda vez que el Congreso de la República se está inmiscuyendo en asuntos de competencia privativa de otras autoridades, por cuanto se conformó una comisión de seguimiento al ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República para la reestructuración de la Defensoría del Pueblo, integrada por miembros de esa Corporación.

Así mismo, sostiene que la norma atacada no indica con claridad el alcance de las funciones y el mandato de la comisión de seguimiento, desconociendo el precepto constitucional contenido en el artículo 122. En sus palabras:

“La indeterminación que existe sobre los límites competenciales de la comisión mencionada permite que el legislador ejerza cualquier tipo de control sobre las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República. Esto, resulta inadmisible a la luz de la Constitución y la jurisprudencia […] porque desconoce el mandato constitucional según el cual no puede existir empleo público que no tenga funciones detalladas en la ley o reglamento”.    

2. Problema jurídico

De conformidad con lo anterior, el Jefe del Ministerio Público considera que corresponde establecer:

i)  Si la participación de la comisión de seguimiento conformada por Congresistas de la República, creada en el artículo 2° de la Ley 1642 de 2013, contraría el numeral 1° del artículo 136 Superior.
ii) Si la comisión de seguimiento conformada por miembros de la Célula Legislativa para el seguimiento de las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República en la Ley 1642 de 213, desconoce lo estipulado en el artículo 122 Superior. 
3. Análisis Constitucional

El Ministerio Público estima que la norma acusada no transgrede el texto constitucional por cuanto la comisión creada no tiene la capacidad de invadir el ejercicio de las competencias transferidas al Presidente, sino que se erige como una manifestación del control público propio del Congreso. Finalmente no resulta cierto que la comisión carezca de unas funciones determinadas ni que cree un empleo público nuevo que requiera un régimen propio.
(i) La Ley de facultades es una herramienta jurídica prevista en nuestra Carta Política en el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución. A través suyo el Congreso puede transferir algunas de las competencias legislativas que le son propias. 

Una de las funciones que legítimamente puede transferir es la contenida en el numeral 7 del artículo 150, esto es, “determinar la estructura de la administración nacional”. No obstante, a pesar que el uso de la Ley habilitante implica una delegación efectiva de la posibilidad de legislar, no por ello puede predicarse que tal fenómeno despoje al Congreso de la posibilidad de derogar o modificar los Decretos Leyes expedidos por el Gobierno. Al contrario, el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución señala que “el Congreso podrá, en todo tiempo y por iniciativa propia, modificar los decretos leyes dictados por el Gobierno en uso de facultades extraordinarias”. 
Nótese que si el Congreso tiene la posibilidad de modificar los Decretos con fuerza material de Ley que expida el ejecutivo, resulta apenas razonable que cualquier congresista, sin necesidad de habilitación expresa, pueda efectuar legítimamente una revisión de los Decretos Leyes expedidos por el Presidente para que ejercite su iniciativa Legislativa con el ánimo de reformar o derogar la regulación efectuada por el Presidente. Así las cosas, resulta ser una competencia natural del congreso revisar o hacer seguimiento a los Decretos con fuerza de Ley que el ejecutivo expida en función de una Ley habilitante, para determinar si los comparte o por el contrario desea reformarlos.
De otro lado, según el artículo 135 de la Constitución, son facultades de ambas Cámaras del Congreso “3. Solicitar al Gobierno los informes que necesite, salvo lo dispuesto en el numeral 2 del Artículo siguiente”
, y en un sentido similar, el inciso primero del artículo 137 de la Constitución señala que “Cualquier comisión permanente podrá emplazar a toda persona natural o jurídica, para que en sesión especial rinda declaraciones orales o escritas, que podrán exigirse bajo juramento, sobre hechos relacionados directamente con las indagaciones que la comisión adelante”. Así las cosas, y como lo sintetiza el numeral 7 del artículo 6 de la Ley 5 de 1992, el Congreso posee una función de control público y no únicamente la legislativa.
Según la Ley 5 de 1992 existen diversos tipos de comisiones, como son las constitucionales, las legales, las especiales y las accidentales
. En razón al diseño constitucional y orgánico del Congreso, las comisiones resultan ser el mecanismo idóneo para desplegar las funciones del órgano legislativo. Más aún, parece razonable que el Congreso se organice a través de comisiones para organizar el trabajo que un congresista podría efectuar, como es hacer seguimientos a fenómenos jurídico-políticos con el ánimo de presentar proyectos de Ley ya que la asignación de trabajos expresamente repartida garantiza el despliegue de una función que políticamente resulte de especial interés para el órgano legislativo.

Sintetizando todo lo anterior se concluye que el Congreso puede modificar o derogar los Decretos Legislativos expedidos por el Presidente, que cualquier congresista podría efectuar ese seguimiento a título personal y por tanto que es razonable que el Legislativo desee crear una comisión de seguimiento para optimizar una labor de control público que posee por derecho propio, más aún cuando el ordenamiento constitucional y orgánico ha establecido que las funciones congresionales puedan desplegarse a través de dichas células.

Debe precisarse, así, que la norma acusada resulta constitucional por cuanto la competencia de la comisión creada efectivamente se circunscribe al ámbito del control público y no invade la competencia cedida al presidente.
En sentencia C-702 de 1999 (M.P. Fabio Morón Díaz) la Corte evaluó la constitucionalidad de una norma que creaba una comisión parlamentaria, cuyo fin no era hacer seguimiento sino preaprobar el Decreto con fuerza material de Ley que el ejecutivo expediría en función de su habilitación. Al respecto, manifestó:
“Coincide la Corte con la Vista Fiscal en encontrar abiertamente contrario la norma en estudio, al numeral 1º. del artículo  136 de la Carta Política que prohibe al Congreso “ inmiscuirse, ... por medio de leyes, en asuntos de competencia privativa de otras autoridades”  como lo hizo al pretender que el Presidente de la República, obtenga previamente el concepto de una comisión integrada por cinco (5) Senadores y cinco (5) Representantes designados por las respectivas mesas directivas, para que pueda dictar los decretos que expida en desarrollo de los artículos 51 y 52, disponiendo la fusión, supresión, disolución y liquidación de entidades u organismos administrativos del orden nacional.
Como quedó dicho, en estas materias, conforme a los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Carta,  la  función del Congreso se limita a definir los principios y reglas generales con sujeción a las cuales  el Ejecutivo suprime o fusiona las entidades u organismos administrativos nacionales, o modifica su estructura.
Así, pues, se declarará inexequible”. (Negrilla fuera de texto).
Como en el presente asunto es diáfano que el Congreso efectuó un uso legítimo de su facultad de control público, que no invadió la esfera delegada al ejecutivo, ni le impuso la carga de obtener una preaprobación del Decreto con fuerza de Ley, ni previó un trámite constitucionalmente inexistente como sería la expedición de Decretos con fuerza material de Ley con pre-aprobación parlamentaria; se concluye que el aparte acusado se ajusta a la Constitución Política de 1991.

(ii) Respecto al segundo cargo, la demandante sostiene que la comisión de seguimiento desconoce el artículo 122 Superior, afirmación que carece de toda validez si se tiene en cuenta que la citada norma constitucional señala que “no habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento”.

Para el Ministerio Público el cargo no posee vocación de prosperidad toda vez que la Ley sí señala claramente la función de la comisión creada, esto es, hacer seguimiento a los Decretos con Fuerza de Ley expedidos por el ejecutivo. En consonancia con todo lo dicho hacer seguimiento no es preaprobar ni condicionar, sino simplemente vigilar el contenido finalmente establecido a través de la Ley Habilitante.

Así mismo, no es cierto que la Ley esté confiriendo a los congresistas un nuevo empleo o una nueva asignación, sino que por el contrario los miembros del Congreso que conforman la citada comisión estarían cumpliendo unas atribuciones que les son propias y que hacen parte de su función como congresistas. Por lo anterior no hace falta que la Ley hubiera previsto un régimen autónomo para los miembros de la referida célula congresional.
4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLE el artículo 2° de la Ley 1642 de 2013, por los aspectos aquí analizados. 

De los señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/YOrtiz/DFFM
� La expresión numeral dos del artículo siguiente se refiere a la materia diplomática o a las negociaciones de carácter reservado.


� Cfr. Artículo 34 de la Ley 5 de 1992.
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